Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 10 minutos) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene muchísimo gusto en 
recibir al doctor Eduardo Touyá para escuchar su opinión con respecto a un proyecto de ley sobre 
protección y seguridad radiológica que está estudiando este grupo de trabajo. Ya hemos recibido 
algunos comentarios, pero nos gustaría escuchar al doctor Touyá porque seguramente nos puede 
ayudar a legislar correctamente en esta materia, que es en lo que están interesados todos los señores 
Senadores de la Comisión, ya que se trata de un proyecto de ley muy importante para nuestro país. 


No sé si el doctor Touyá ha podido leer las versiones taquigráficas de las expresiones de los 
visitantes que estuvieron en sesiones anteriores de la Comisión. Si es así, le damos la palabra y lo 
escuchamos con mucho gusto, a los efectos de que nos ilustre en este tema. 


SEÑOR TOUYÁ.- Agradezco la convocatoria y la confianza que ha depositado en mí la Comisión al 
solicitar que dé mi opinión sobre este proyecto de ley. 


Por parte del señor Secretario de la Comisión he recibido los antecedentes de esta iniciativa, 
así como las versiones taquigráficas de las entrevistas con el doctor Servián y con la doctora Diva 
Puig. Me preocupé por buscar material y pensé mucho sobre el tema. Mi actividad en esta materia 
empezó en 1965, así que tengo 43 años de experiencia en las aplicaciones de la tecnología nuclear en 
el área médica. 


En primer lugar, mis reflexiones van a ser de carácter general. Creo que es muy importante 
que el país haya avanzado tanto en los aspectos de radioprotección y seguridad radiológica. 
Personalmente, vivimos otras épocas. Pienso que es un tema muy sensible para la sociedad y el 
primer comentario que quiero hacer es que la autoridad reguladora nacional en radioprotección de los 
demás países es más colectiva que la que se crea en el Uruguay por medio de la ley del año 2005. 
Esta sería mi primera reflexión. Creo que cuando se crea la autoridad reguladora, no se definen ni se 
precisan los requisitos referidos a su desempeño. Al respecto, busqué las leyes de Argentina, del 
Consejo de España y de México, y en todos los casos este nivel es colectivo. 


Por otro lado, creo que el país tendría que repensar lo relativo a la aplicación de la tecnología 
nuclear. En los años setenta contábamos con la Comisión Nacional de Energía Atómica, integrada por 
los representantes de los Ministerios respectivos, de los Entes Autónomos -ANCAP, UTE, etcétera- y 
por delegados de las cinco Facultades de la Universidad de la República, que tenían relación con el 
tema. Con el correr del tiempo, la Comisión Nacional de Energía Atómica pasó a la Dirección Nacional 
de Tecnología Nuclear y en el año 2004 se suprime allí la parte de energía -que se pasa a la Dirección 
de Energía- y queda lo relativo a regulación, radioprotección y cooperación. 


Al respecto, cabe señalar que países como Brasil, Argentina, Chile, México e, incluso, Paraguay, han 
mantenido las comisiones. 


Si el país está pensando en utilizar o no la energía nuclear para la producción 
núcleoeléctrica, creo que nuevamente debe buscar un espacio importante de reflexión, de trabajo y de 
creación de pensamiento. 


En definitiva, estas son las dos ideas más fuertes que puedo aportar a la Comisión. Por un 
lado, la autoridad reguladora debe tener un volumen mayor que una dirección unipersonal y, por otro, el 
país necesita recrear un espacio con una representación institucional importante para enfrentar el tema 
de las aplicaciones de la tecnología nuclear. Además, no se trata sólo de la energía, sino de todas las 
otras aplicaciones. 


Por otra parte, si miramos el organigrama actual, vemos que bajo la autoridad reguladora 
están las otras actividades, como las de cooperación. En cuanto a este último aspecto, hay trabajos 
muy importantes, pero son individuales, de un funcionario. Ahora no hay un relacionamiento con los 
organismos internacionales o con los países de la región, como sucedía antes con las 
representaciones ministeriales, las de los Entes Autónomos y las de la Universidad de la República. 


Por último, quisiera referirme concretamente a dos o tres puntos del texto. 


La última frase del artículo 1% dice: “Quedan exceptuados aquellos que sean expresamente 
excluidos por declaración expresa de la Autoridad Reguladora Nacional en Radioprotección”. 
Realmente, luego de mucho reflexionar, no logro entender en qué se está pensando al decir eso. No 
comprendo cuál es la situación que la autoridad reguladora puede exceptuar de control. 


Por otra parte, me parece que falta una parte en la redacción del literal H) del artículo 4%. Se 
dice: “Regular y controlar el cumplimiento de los servicios prestados por terceros que se relacionen con 
las aplicaciones de las radiaciones ionizantes y brindar al trabajador expuesto sujeto del control 
dosimétrico ocupacional, cuando lo solicite por escrito, la información sobre sus valores de dosis 
anuales, incluyéndose si fuera del caso el valor integrado si prestara funciones en más de una 
institución”. Creo que en la primera parte se está pensando en regular y controlar el cumplimiento de 
los servicios prestados por terceros que se relacionen con el control de las aplicaciones. Digo esto 
porque la autoridad realiza el control de la radiodosimetría en la medida en que no hay una actividad 
privada, pero la hay; existe una actividad privada que la cumple y la autoridad la controla. Después se 
dice que la autoridad va a dar la información de la dosimetría. 


Estas son las primeras reflexiones que quería trasmitir a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Servián y la doctora Puig sostienen que el proyecto es poco 
ambicioso y en algunos casos no queda muy clara la autonomía que debe tener la oficina de control. 
Además, en todas estas entrevistas hemos tomado nota de que es necesario adecuar las legislaciones, 
y en este caso se afirma que no está muy alineada con la legislación del organismo internacional que 
genera cooperación y ayuda, en cuanto a los controles que deben establecerse en esta materia. 


No sé si el doctor Touyá tiene algún comentario con respecto a la visión general que los 
doctores Puig y Servián tienen en relación con la necesidad de adecuar esta legislación -que parecería 
que no es lo suficientemente precisa- de tal manera que esté alineada con las directivas que el 
organismo internacional en materia nuclear viene aconsejando. 


SEÑOR TOUYÁ.- Por mi parte concuerdo con la opinión general de que es un material importante, 
pero es la base de un trabajo que se debe continuar y perfeccionar. En este sentido, me parece que 
hay aspectos concretos -aunque no es mi intención entrar en el detalle- que deben mejorarse. Por 
ejemplo, creo que la doctora Diva Puig informó a la Comisión que habría que mencionar otros acuerdos 
y convenios que están vigentes. Además, me parece que en ese contexto de procurar introducir 
mejoras, debe encararse fuertemente la definición de la autoridad reguladora, y esto estaría vinculado 
a lo que planteaba el señor Presidente en cuanto al relacionamiento y la autonomía de esa autoridad. 
En este aspecto, sugeriría que se analizara cómo es la realidad en países como Argentina, México, 
España y Chile, donde esa autoridad tiene una jerarquía mayor. En estos casos, estamos hablando de 
consejos colectivos con una integración técnica fuerte. Me parece que autorizar una actividad, licenciar 
recursos humanos o quitar la autorización a una actividad son temas muy importantes y, por lo tanto, 
requieren una mayor jerarquía. Si se observa la norma que hoy existe para el licenciamiento de las 
personas en la actividad, diría que falta mayor precisión en las calidades pertinentes para poder 
desempeñar esa licenciatura. Hoy en el país, los cursos que dan mayor seguridad en la capacitación 
de los recursos humanos son los que imparte la Universidad de la República. Entonces, en las normas 
debería claramente establecerse eso. En cambio, la norma que está vigente establece que la autoridad 
es la que reconoce las situaciones y otorga las licencias, y me parece que no hay una estructura como 
para poder ejercer esa discrecionalidad. 


SEÑORA DALMÁS.- Si entendí bien el planteo, el doctor Touyá está sugiriendo que la autoridad 
reguladora sea un órgano colectivo. En este sentido, pienso que podría ser similar a lo que puede ser, 
en otras materias, la URSEC y la URSEA. En general, se trata de órganos colectivos de distinta 
composición y con autonomía e independencia técnica. ¿Es así? 


SEÑOR TOUYÁ.- Sí, señora Senadora. 


SEÑORA DALMÁS..- Por otra parte, si así fuera y aun como está ahora concebida, hay una parte de la 
tecnología nuclear, la aplicación concreta en la producción de energía, que podría formar parte de otra 
Dirección dentro del Ministerio de Industria, Energía y Minería, porque incluso estamos discutiendo y 
en algún momento puede integrarse a la matriz energética, la producción de energía eléctrica a partir 
de la tecnología nuclear. 


Por otra parte, está el tema del control, que no tiene nada que ver con la producción. 


El artículo 7% comienza señalando: “La Autoridad Reguladora” -sea como fuere su 
constitución- “es la exclusiva en el país en materia de control de la emisión de radiaciones ¡onizantes, 
contará con independencia técnica y autonomía técnico-profesional, permaneciendo institucionalmente 
separada de toda otra actividad que promueva o desarrolle la tecnología nuclear o provea servicios 
afines”. Este sería el caso, por ejemplo, de la incorporación de usinas de energía eléctrica a partir de 
la tecnología nuclear que, en sí mismas, no formarían parte de la autoridad reguladora y, por tanto, 
serían controladas por la misma autoridad que todo lo demás. 


Hoy se mencionó que no parecía suficientemente clara la independencia técnica o la 
autonomía, pero considero que el proyecto de ley que estamos analizando trata muy claramente ese 
punto en su artículo 7%, más allá de que podríamos discutir si la autoridad reguladora debe estar 
constituida tal como está planteada o no. Reitero, el proyecto de ley dice que tiene independencia 
técnica y autonomía técnico - profesional, y que está separada de la promoción de aplicaciones o de la 
producción. 


SEÑOR TOUYÁ.- Si los señores Senadores piensan este artículo, se darán cuenta de que está 
hablando de que antes la parte de radiología, radiodiagnóstico, radioterapia y control estaban en la 
órbita del Ministerio de Salud Pública. El país no tenía historia y no tiene cultura en materia de 
seguridad, pero es importante y el doctor Servián remarcó muy bien en su participación que se 
necesita una cultura en ese sentido. Pero como esto no existía, el Programa de Radioprotección 
avanzó en el tema. En el año 1973, el físico Aarón Ben Jair, de Israel, fue recibido por parte de la 
Organización Internacional de Energía Atómica. Ese mismo año, concurrimos a la Comisión Nacional 
de Energía Atómica a plantear que teníamos que comenzar a controlar los equipos de radiología y que 
los peores eran los utilizados por los odontólogos, ya que estaban ubicados en consultorios dentro de 
apartamentos y, en muchos casos, del otro lado de la pared dormía una persona, posiblemente un 
niño. 


El artículo citado está diciendo que la autoridad controla la aplicación de la tecnología nuclear 
y las radiaciones correspondientes a la radiología y la radioterapia. 


El país podría ingresar en una aplicación nucleoeléctrica y, evidentemente, esta ley no toca 
esos aspectos. Por tal motivo, habría que remitirse a la ley argentina, donde se mantiene la Comisión 
Nacional de Energía Atómica y, además, existe una autoridad reguladora importante. A su vez, está 
prevista la aplicación de la tecnología nuclear, como está pasando en nuestro país -en cierta manera, a 
esto apunta este proyecto de ley- también en la medicina, en la radioquímica y muy poco en lo relativo 
a la industria, que es un déficit muy grande que tenemos. Este proyecto de ley no tiene ningún 
contenido que atienda el hecho de que el país aplique la energía nucleoeléctrica. 


Si observamos países como Argentina, Brasil o Chile, podemos observar que tienen una 
Comisión Nacional de Energía Atómica, donde está la representación institucional y el espacio de 
creación de pensamiento y reflexión. Luego están las otras instituciones, institutos y la autoridad 
reguladora. 


La confusión que se plantea hoy aquí y que yo quisiera aclarar es que en el organigrama que 
va desde la Presidencia al Ministro y al Director -que es una persona- están los aspectos de 
radioprotección, los departamentos, las divisiones y la cooperación técnica. Pero las cosas no deberían 
ser así; incluso, creo que la doctora Diva Puig ha hecho un planteo en el mismo sentido. Si se crea una 
autoridad reguladora, debe ser solo para el control y la prevención de los riesgos y los procedimientos. 


Necesitamos que la cooperación esté realmente en otro espacio. Creo que el país ganaría 
mucho si repensara cuál era su situación en los años setenta y generara nuevamente el ámbito 
multiinstitucional sobre el tema de la aplicación. Durante esos años hubo intentos de iniciar un trabajo 
de irradiación de alimentos, un área que sería de aplicación en el país, concretamente en el sector 
industrial. Me parece que si el Uruguay visualiza la importancia de lo núcleoeléctrico, sería algo muy 
bueno. Soy médico y lego en esta cuestión, y estimo que no tenemos formación en este tema, que no 
hay gente preparada para enfrentarlo en profundidad. Urgentemente necesitamos generar un espacio 
que sea el motor de esa creación de conocimiento, pensamiento e interrelación en lo bilateral y lo 
multilateral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos muy especialmente al doctor Eduardo Touyá su presencia, el 
tiempo que nos ha concedido y su asesoramiento. Nos mantendremos en contacto, pues una vez que 
el Cuerpo decida el camino a seguir, volverá a consultarlo en caso de que sea necesario. 


(Se retira de Sala el doctor Eduardo Touyá) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


